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partícipes en los hechos. En todo caso, se garantizará la defensa jurídica, gratuita y especializada de forma 
inmediata a todas las víctimas de violencia de género que lo soliciten. 

En todo caso, cuando se trate de garantizar la defensa y asistencia jurídica a las víctimas de violencia de género, 
se procederá de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 enero, de Asistencia Jurídica Gratuita. 

Los Colegios de Abogados, cuando exijan para el ejercicio del turno de oficio cursos de especialización, 
asegurarán una formación específica que coadyuve al ejercicio profesional de una defensa eficaz en materia 
de violencia de género. 

Igualmente, los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de 
letrado o letrada de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia de género y para asegurar su 
inmediata presencia y asistencia a las víctimas. 

Los Colegios de Procuradores adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de 
procurador o procuradora en los procedimientos que se sigan por violencia de género cuando la víctima 
desee personarse como acusación particular. 

El abogado o abogada designado para la víctima tendrá también habilitación legal para la representación 
procesal de aquella hasta la designación del procurador o procuradora, en tanto la víctima no se haya 
personado como acusación conforme a lo dispuesto en el apartado siguiente. Hasta entonces cumplirá el 
abogado o abogada el deber de señalamiento de domicilio a efectos de notificaciones y traslados de 
documentos. 

Las víctimas de violencia de género podrán personarse como acusación particular en cualquier momento 
del procedimiento si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya practicadas antes de su 
personación, ni podrá suponer una merma del derecho de defensa del acusado. 

DERECHOS LABORALES Y PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL (Cap. 2) 

Derechos laborales y de Seguridad Social (Art. 21) 
La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos previstos en el Estatuto de 
los Trabajadores, a la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica, al 
cambio de centro de trabajo, a la adaptación de su puesto de trabajo y a los apoyos que precise por razón 
de su discapacidad para su reincorporación, a la suspensión de la relación laboral con reserva de puesto 
de trabajo y a la extinción del contrato de trabajo. 

En los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social y en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, la suspensión y la 
extinción del contrato de trabajo previstas en el apartado anterior darán lugar a situación legal de 
desempleo. El tiempo de suspensión se considerará como periodo de cotización efectiva a efectos de 
prestaciones de Seguridad Social y de desempleo. 

 
Programa específico de empleo (Art. 22) 

En el marco de los planes anuales de empleo a los que se refiere el artículo 11 del texto refundido de la Ley 
de Empleo, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, se desarrollará un programa 
de acción específico para las víctimas de violencia de género inscritas como demandantes de empleo. 

Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad por cuenta propia. 
 

Acreditación de situaciones de violencia de género (Art. 23) 

Las situaciones de violencia de género que dan lugar al reconocimiento de los derechos regulados en esta 
ley se acreditarán mediante una sentencia condenatoria por cualquiera de las manifestaciones de la 
violencia contra las mujeres previstas en esta ley, una orden de protección o cualquier otra resolución 
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judicial que acuerde una medida cautelar a favor de la víctima, o bien por el informe del Ministerio Fiscal 
que indique la existencia de indicios de que la demandante es víctima de violencia de género. También 
podrán acreditarse las situaciones de violencia contra las mujeres mediante informe de los servicios 
sociales, de los servicios especializados, o de los servicios de acogida de la Administración Pública 
competente destinados a las víctimas de violencia de género, o por cualquier otro título, siempre que ello 
esté previsto en las disposiciones normativas de carácter sectorial que regulen el acceso a cada uno de los 
derechos y recursos. 

En el caso de víctimas menores de edad, la acreditación podrá realizarse, además, por documentos 
sanitarios oficiales de comunicación a la Fiscalía o al órgano judicial. 

El Gobierno y las comunidades autónomas, en el marco de la Conferencia Sectorial de Igualdad, diseñarán, 
de común acuerdo, los procedimientos básicos que permitan poner en marcha los sistemas de acreditación 
de las situaciones de violencia de género. 

DERECHOS DE LAS FUNCIONARIAS PÚBLICAS (Cap. 3) 

Ámbito de los derechos (Art. 24) 

La funcionaria víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción o a la reordenación de su 
tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica de centro de trabajo y a la excedencia en los términos que 
se determinen en su legislación específica. 
 
Justificación de las faltas de asistencia (Art. 25) 

Las ausencias totales o parciales al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de la 
violencia de género sufrida por una mujer funcionaria se considerarán justificadas en los términos que se 
determine en su legislación específica. 

DERECHOS ECONÓMICOS (Cap. 4) 

Ayudas sociales (Art. 27) 
Cuando las víctimas de violencia de género careciesen de rentas superiores, en cómputo mensual, al 75 por 
100 del salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de 2 pagas extraordinarias, recibirán 
una ayuda de pago único, siempre que se presuma que debido a su edad, falta de preparación general o 
especializada y circunstancias sociales, la víctima tendrá especiales dificultades para obtener un empleo y 
por dicha circunstancia no participará en los programas de empleo establecidos para su inserción profesional. 

El importe de esta ayuda será equivalente al de 6 meses de subsidio por desempleo. Cuando la víctima de 
la violencia ejercida contra la mujer tuviera reconocida oficialmente una discapacidad en grado igual o 
superior al 33 por 100, el importe será equivalente a 12 meses de subsidio por desempleo. 

En el caso de que la víctima tenga responsabilidades familiares, su importe podrá alcanzar el de un período 
equivalente al de 18 meses de subsidio, o de 24 meses si la víctima o alguno de los familiares que conviven 
con ella tiene reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o superior al 33 por 100, en los 
términos que establezcan las disposiciones de desarrollo de la presente Ley. 

Estas ayudas serán compatibles con cualquiera de las previstas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de 
Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, así como con cualquier 
otra ayuda económica de carácter autonómico o local concedida por la situación de violencia de género. 

Acceso a la vivienda y residencias públicas para mayores (Art. 28) 
Las mujeres víctimas de violencia de género serán consideradas colectivos prioritarios en el acceso a viviendas 
protegidas y residencias públicas para mayores, en los términos que determine la legislación aplicable. 
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DERECHO A LA REPARACIÓN (Cap. 5) 

Artículo 28 bis. Alcance y garantía del derecho (Art. 28 bis) 
Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la compensación 
económica por los daños y perjuicios derivados de la violencia, las medidas necesarias para su completa 
recuperación física, psíquica y social, las acciones de reparación simbólica y las garantías de no repetición. 

Medidas para garantizar el derecho a la reparación (Art. 28 ter) 
Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la indemnización a la 
que se refiere el apartado siguiente, las medidas necesarias para su completa recuperación física, psíquica 
y social, las acciones de reparación simbólica y las garantías de no repetición. 

Las administraciones públicas asegurarán que las víctimas tengan acceso efectivo a la indemnización que 
corresponda por los daños y perjuicios, que deberá garantizar la satisfacción económicamente evaluable 
de, al menos, los siguientes conceptos: 

El daño físico y psicológico, incluido el daño moral y el daño a la dignidad. 

La pérdida de oportunidades, incluidas las oportunidades de educación, empleo y prestaciones sociales. 

Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante. 

El daño social, entendido como el daño al proyecto de vida. 

El tratamiento terapéutico, social y de salud sexual y reproductiva. 

La indemnización será satisfecha por la o las personas civil o penalmente responsables, de acuerdo con la 
normativa vigente. 

TUTELA INSTITUCIONAL (Tít. 3) 

La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género (Art. 29) 
La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, adscrita al Ministerio de Igualdad o al 
departamento con competencias en la materia, formulará las políticas públicas en relación con la violencia 
de género a desarrollar por el Gobierno y elaborará la Macroencuesta de Violencia contra las Mujeres. 
Asimismo, coordinará e impulsará cuantas acciones se realicen en dicha materia, trabajando en colaboración 
y coordinación con las administraciones con competencia en la materia. 

La persona titular de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género estará legitimada ante los 
órganos jurisdiccionales para intervenir en defensa de los derechos y de los intereses tutelados en esta ley 
en colaboración y coordinación con las administraciones con competencias en la materia. 

Reglamentariamente se determinará el rango y las funciones concretas de la persona titular de la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género. 
 
Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer (Art. 30) 

Se constituirá el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como órgano colegiado adscrito al 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, al que corresponderá el asesoramiento, evaluación, colaboración 
institucional, elaboración de informes y estudios, y propuestas de actuación en materia de violencia de 
género. Estos informes, estudios y propuestas considerarán de forma especial la situación de las mujeres con 
mayor riesgo de sufrir violencia de género o con mayores dificultades para acceder a los servicios. En 
cualquier caso, los datos contenidos en dichos informes, estudios y propuestas se consignarán desagregados 
por sexo. 

El Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer remitirá al Gobierno y a las Comunidades Autónomas, 
con periodicidad anual, un informe sobre la evolución de la violencia ejercida sobre la mujer  
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Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. (Art. 31) 
El Gobierno establecerá, en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, unidades especializadas en la 
prevención de la violencia de género y en el control de la ejecución de las medidas judiciales adoptadas. 

El Gobierno, con el fin de hacer más efectiva la protección de las víctimas, promoverá las actuaciones 
necesarias para que las Policías Locales, en el marco de su colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado, cooperen en asegurar el cumplimiento de las medidas acordadas por los órganos 
judiciales cuando éstas sean algunas de las previstas en la presente Ley o en el artículo 544 bis de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal o en el artículo 57 del Código Penal. 

La actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad habrá de tener en cuenta el Protocolo de Actuación 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de Coordinación con los Órganos Judiciales para la protección 
de la violencia doméstica y de género. 

Lo dispuesto en el presente artículo será de aplicación en las Comunidades Autónomas que cuenten con 
cuerpos de policía que desarrollen las funciones de protección de las personas y bienes y el mantenimiento 
del orden y la seguridad ciudadana dentro del territorio autónomo, en los términos previstos en sus Estatutos, 
en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y en sus leyes de policía, y  
todo ello con la finalidad de hacer más efectiva la protección de las víctimas. 
 
Planes de colaboración (Art. 32) 

Los poderes públicos elaborarán planes de colaboración que garanticen la ordenación de sus actuaciones 
en la prevención, asistencia y persecución de los actos de violencia de género, que deberán implicar a las 
administraciones sanitarias, la Administración de Justicia, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y los 
servicios sociales y organismos de igualdad. 

TUTELA PENAL (Tít. 4)  

Sustitución de penas (Art. 35) 
Modificación del párrafo 3º del apartado 1 del artículo 88 del Código Penal: 

En el caso de que el reo hubiera sido condenado por un delito relacionado con la violencia de género, la 
pena de prisión sólo podrá ser sustituida por la de trabajos en beneficio de la comunidad. En estos 
supuestos, el Juez o Tribunal impondrá adicionalmente, además de la sujeción a programas específicos 
de reeducación y tratamiento psicológico, la observancia de las obligaciones o deberes. 
 

Protección contra las lesiones (Art. 36) 

Modificación del artículo 148 del Código Penal: 

Las lesiones previstas en el apartado 1 del artículo anterior podrán ser castigadas con la pena de prisión de 
2 a 5 años, atendiendo al resultado causado o riesgo producido: 

- Si en la agresión se hubieren utilizado armas, instrumentos, objetos, medios, métodos o formas 
concretamente peligrosas para la vida o salud, física o psíquica, del lesionado. 

- Si hubiere mediado ensañamiento o alevosía. 

- Si la víctima fuere menor de 12 años o incapaz. 

- Si la víctima fuere o hubiere sido esposa, o mujer que estuviere o hubiere estado ligada al autor por una 
análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. 

- Si la víctima fuera una persona especialmente vulnerable que conviva con el autor. 

Administración penitenciaria (Art. 42) 
La Administración penitenciaria realizará programas específicos para internos condenados por delitos 
relacionados con la violencia de género. 
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Las Juntas de Tratamiento valorarán, en las progresiones de grado, concesión de permisos y concesión de 
la libertad condicional, el seguimiento y aprovechamiento de dichos programas específicos por parte de 
los internos a que se refiere el apartado anterior. 

TUTELA JUDICIAL (Tít. 5) 

LOS JUZGADOS DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER (Cap. 1) 

Organización territorial (Art. 43) 
En cada partido habrá 1 o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con sede en la capital de aquél y 
jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede. 

No obstante lo anterior, podrán establecerse, excepcionalmente, Juzgados de Violencia sobre la Mujer que 
extiendan su jurisdicción a 2 o más partidos dentro de la misma provincia. 

El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las Salas de Gobierno, que, en 
aquellas circunscripciones donde sea conveniente en función de la carga de trabajo existente, el 
conocimiento de los asuntos referidos, corresponda a uno de los Juzgados de Primera Instancia e 
Instrucción, o de Instrucción en su caso, determinándose en esta situación que 1 solo de estos Órganos 
conozca de todos estos asuntos dentro del partido judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo también 
de otras materias. 

Competencia (Art. 44) 
«1. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de conformidad en todo caso 
con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes 
supuestos: 

De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los títulos 
del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos 
contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro delito cometido con 
violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer 
que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de 
los cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o 
incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda 
de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género. 

De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los derechos 
y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra anterior. 

De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las 
competencias atribuidas al Juez de Guardia. 

Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos 1 y 2 del libro III del Código Penal, cuando la 
víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado. 

- Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en todo caso de 
conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de los 
siguientes asuntos: 

- Los de filiación, maternidad y paternidad. 

- Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio. 

- Los que versen sobre relaciones paterno filiales. 

- Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar. 

- Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o sobre alimentos 

reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores. 
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